
ignórese o asúmase, hoy expresa las más vitales ne-
cesidades del día y está llamada a tener un peso
determinante en el rumbo del Polo. No le vendría
mal a los polistas reexaminar lo sustancial de la cues-
tión.

I
De nuevo sobre el tapete

una histórica polémica

En el PDA, han sido Luis Eduardo Garzón, Gustavo
Petro y Antonio Navarro quienes justamente advir-
tieron en los últimos tiempos sobre la absoluta nece-
sidad, no sólo de apartarse inequívocamente de toda

E
s un hecho. En el tramo más recien-

te, el Polo viene perdiendo buena

parte de su empuje y audiencia en

la vida política nacional. Los deba-

tes de sus parlamentarios, atinados

la mayoría y algunos resonantes, no

logran revertir la tendencia. ¿A qué se debe ello? Antes

que nada, es preciso decir que en ciertas circunstan-

cias, para que una fuerza política sobreagüe, señale

el rumbo y se coloque a la cabeza de las muche-

dumbres hace falta más que debates parlamenta-

rios. La respuesta hay que buscarla en las posiciones

que ha asumido el Polo –o que no ha asumido–

ante los principales hechos de la vida nacional. Se

ha estado enviando al gran público mensajes equí-

vocos, derivados de titubeos y actitudes confusas que

refuerzan en diversos sectores prejuicios o prevencio-

nes sobre el Polo. Desde el asesinato de los diputa-

dos secuestrados del Valle, hasta hoy, esta ha sido

una constante. Lo fue ante las primeras liberaciones

de los secuestrados, a comienzos del año; ante la

marcha del 4 de febrero, contra el secuestro; frente a

la intrusión ilegal de tropas colombianas en territorio

ecuatoriano donde se produjo la muerte de ‘Raúl

Reyes’, a principios de marzo; y de nuevo ante la

gran manifestación, otra vez contra el secuestro, del

pasado 20 de julio.

Falta suficiente claridad, se echa de menos un tono

rotundo en asuntos que en Colombia ocupan un ran-

go crucial, a saber, la condena del secuestro, la de-

terminación precisa de la responsabilidad de las Farc

en este y otros hechos indefensables, y el deslinde

completo frente a la insurgencia armada y a la lla-

mada «combinación de todas las formas de lucha».

Es obvio que en los pronunciamientos públicos y ofi-

ciales del PDA también ha habido elementos muy

positivos, mas estos, con toda la importancia que

han tenido y siguen teniendo, resultan claramente

insuficientes respecto de la posición que la situación

del país demanda del Polo. Y cabe precisar que no

pocas veces fueron producto de agudas pugnas in-

ternas abanderadas por los voceros del sector demo-

crático del Polo, como en el caso del pronunciamiento

sobre el asesinato de los diputados del Valle y en el

de la marcha del 4 de febrero. En ambos, fue Gusta-

vo Petro quien abrió el debate para que se asumiera

la posición que demandaba el momento. Tanto y

tan continuo forcejeo ha sumido al PDA en una suerte

de estancamiento que Luis Eduardo Garzón ha cali-

ficado justamente como «consenso paralizante». Para

superarlo es preciso ir a la raíz del asunto.

Resulta ineludible, por consiguiente, retomar la apa-

sionante discusión sobre la validez o absoluta incon-

veniencia de la insurgencia armada en Colombia.

La querella, cuya crónica es vieja de décadas, atra-

viesa la biografía de la izquierda y la bifurca en dos

líneas irreconciliables como vientos cruzados. E

aventura insurgente sino de criticar a fondo cualquier
justificación ideológica de la lucha armada, al igual
que de deslindar campos de manera diáfana y cate-
górica con la llamada «combinación de todas las
formas de lucha». Empero, Francisco Mosquera, el
fundador y líder del MOIR –o PTC como también lo
denominamos desde el tiempo de su fundación–, fue
quien muy tempranamente elaboró la más profunda
y completa crítica de la enfermedad ideológica y
política del ultraizquierdismo y de sus expresiones
armadas en nuestros lares. Aquel «rígido e infantil
modelo»1, aseguró, «hunde sus remotas raíces en una

táctica terrorista de la liberación…, y no en la mise-
ria del pueblo»2; añadió que «fue la primera de las
más graves repercusiones de la revolución cubana, y
a nivel continental»3, y calificó su cuestionamiento

Sobre las discrepancias en el Polo en vísperas de su Congreso

VERDADES OLVIDADAS

PERO VIGENTES
Por Marcelo Torres

1 Mosquera, Francisco, «¿Qué es la paz?», febrero de 1985, en

Resistencia civil, Editor Tribuna Roja, Bogotá, 1995, p. 199.

2 Mosquera, Francisco, «El apoyo del MOIR a Durán Dussán», 4

de marzo de 1990, en Resistencia civil, Editor Tribuna Roja,

Bogotá, 1995, p. 398.

3 Mosquera, Francisco, «Ni guerra ni paz», mayo-junio de 1983,

en Resistencia civil, Editor Tribuna Roja, Bogotá, 1995, p. 166.

Con el empeño de fundamentar nuestro criterio en el debate que se libra
en el Polo, LA BAGATELA publica este texto que parte de una afirmación:
los orígenes del debate actual sobre la necesidad de una política de alian-
zas que propicie la más amplia coalición de las fuerzas democráticas, al
igual que sobre el imperativo del deslinde sin esguinces frente a la insur-
gencia armada, datan, se recalca, de lustros atrás, mas la novedad con-
siste en que por primera vez interesa a la más masiva audiencia nacional.
El artículo reivindica que las posiciones que hoy justamente sostienen los
líderes del sector democrático del Polo fueron originalmente planteadas
por Francisco Mosquera.
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como «la más trascendente y antigua»4 de las bata-
llas ideológicas libradas por el moirismo en el seno
de la izquierda colombiana. Así, la ubicó en el terre-
no del quehacer más importante de cuantos concier-
nen a la actividad de la dirección política: la táctica.

La injusticia social no valida

la lucha armada

Previno Mosquera contra el sofisma simplista según
el cual de la injusticia social, la explotación y la opre-
sión reinantes, deriva automáticamente la lucha ar-
mada como respuesta inmediata y táctica general
de lucha, sin importar las condiciones en que se
emprenda ni las consecuencias que conlleve5. Con
ello señalaba que del mero acentuamiento de la ex-
plotación o inclusive de la crisis de una sociedad no
se desprende necesariamente el alzamiento popular.
«Si así fuera –acotó el jefe del moirismo–, las socie-
dades basadas en la esclavitud de unas clases por
otras deberían vivir en una permanente guerra civil
insurreccional»6. A tal concepción la catalogó como
«propia de políticos astutos y clérigos piadosos»7.

Muy por el contrario, subrayó Mosquera, a la hora
de decidir la línea de acción inmediata, es decir, «lo
que toca hacer»8, importan un cúmulo de factores y
circunstancias. Resulta esencial establecer si se vive
o no una crisis de alcance nacional, si las élites del
poder se hallan más o menos unificadas o están di-
vididas o por lo menos si su capacidad de ofensiva
se encuentra mermada, si empeoran o mejoran las
condiciones materiales de vida de las masas y, por
supuesto, si el ambiente internacional es propicio a
la reacción imperialista o al avance de los pueblos.
O sea, recalcaba que la mejor táctica es la que brota
«de las mutaciones de la correlación de fuerzas». En
esta, lo decisivo es sopesar «lo más cuidadosamente
posible el estado de ánimo de las masas, su concien-
cia política, su disponibilidad al combate…»9. Lo clave
estriba en precisar si la decisión de millones y millo-
nes de personas de pasar a la acción revolucionaria
directa ha madurado o está muy cerca de ello; en
determinar si el estado de ánimo de tanta gente ape-
nas despierta e inicia un ascenso que puede resultar
grandioso o si, por el contrario, el país se halla muy

lejos o por lo menos distante de la antedicha y tras-
cendental decisión. Porque con este factor en alza,
aseveraba Mosquera, todo es posible –hasta «tomarse
el cielo por asalto»– mientras que faltando el mismo
toda acción directamente revolucionaria se torna
imposible y deviene en aventura. Con base en los
hechos y guiado por esta concepción, Francisco
Mosquera arribó a una conclusión que resultaría fun-
damental en el largo plazo del movimiento revolu-
cionario colombiano: en nuestro país, desde el final

de la época de la Violencia liberal-conservadora, con

la fundación del Frente Nacional, no han vuelto a

surgir condiciones para la lucha insurreccional del

pueblo10.

Una cosa era la actitud anímica del pueblo colom-
biano entre 1948 –después del 9 de abril– y por lo
menos durante la primera mitad del decenio de 1950,
y otra, muy distinta, la que se evidenció desde fines
de 1957 en adelante. La táctica que se derivaba de
cada una de tan disímiles situaciones dictó un pro-
ceder muy distinto en una y otra; pasar por alto di-
cho estado anímico del pueblo sólo podía llevar, en
el primer caso –cuando enormes segmentos de la
población adoptaron la actitud de legítima defensa
en los hechos–, a rezagarse muy detrás de la marcha
de las masas, y en el segundo –cuando el anterior
arrojo popular se había diluido ya en medio de con-
diciones muy diferentes–, a trágicos desenlaces y a
contraproducentes resultados.

En la Colombia del Frente Nacional y con posteriori-
dad a dicho período hemos padecido más de lo se-
gundo que de lo primero. En este lapso, la mayoría
de la izquierda pecó más por prohijar formas de lu-
cha y acciones que sobrepasaban lo que el conjunto
de la población estaba preparada para asumir, que
por cualquier otra cosa. Desde la descabellada toma
del Palacio de Justicia hasta el secuestro masivo y la
toma de rehenes como herramienta de negociación
política, pasando por el bombardeo de poblaciones
inermes como Bojayá, han sido demasiados los in-
sensatos raptos del extremismo izquierdista. Con todo,
sus bandazos han oscilado entre modalidades que
van desde el terrorismo hasta el cretinismo parla-
mentario. Por ello cabe evocar, dicho sea de paso,

que cuando sobrevino el triunfo de la Anapo en las
elecciones presidenciales de 1970, que era el del pue-
blo, y se perpetró el consiguiente fraude electoral del
histórico 19 de abril de aquel año, la mayoría de la
izquierda se mantuvo de espaldas a la extraordinaria
situación mientras calificaba al anapismo de dere-
chista y electorero. Lo paradójico es que tan desluci-
da actitud tuvo lugar, precisamente, frente a la única
vez que en la era frentenacionalista el país estuvo
cerca de una real insurrección de masas. Por con-
traste, fue también entonces, cuando el MOIR era el
MOIR, que el moirismo constituyó la honrosa excep-
ción: lanzó un paro sindical que, pese a su gran de-
bilidad, señaló a los obreros y a la población lo que
tocaba hacer.

Trágicos efectos y altísimos costos

Embarcarse en la confrontación armada sin que exis-
tan condiciones para ello, advertía Mosquera, desem-
boca en consecuencias fatales: «... las convocatorias
a insurrecciones imaginarias... no hacen más que
coadyuvar a soltar los mastines de la represión», pro-
porcionan pretextos al aparato represivo oficial para
golpear y desarticular las organizaciones populares y
brindan lamentables puntos de apoyo a la propa-
ganda enemiga contra las filas de revolucionarios y
demócratas. A la proclividad de los sectores más
retardatarios de la sociedad a emplear la fuerza y los
atentados contra todo elemento progresista, yerro tan
de fondo viene a suministrar motivo y hasta pública
«justificación». Mosquera calificaba por ello la influen-
cia de esta concepción extremoizquierdista como «la
peor adversidad de la revolución colombiana»11.

La feroz y criminal represión contra la UP, de la que
se ha afirmado que alcanzó niveles de exterminio,
fue quizá uno de los primeros y más trágicos resulta-
dos de la fallida línea insurreccional. Así lo sintetizó
Mosquera: «… el acribillamiento de concejales, di-
putados y congresistas de la UP en varios municipios
en lo fundamental ha obedecido a la obcecada in-
sistencia… en ‘combinar todas las formas de lu-
cha’, una táctica que deja expuesta la maquinaria
legal a la vindicta de quienes padecen el rigor del
brazo insurrecto, máxime cuando las promesas de
concordia las borra de un golpe la guerrilla y la
opinión se exaspera de tamaña ambigüedad, soste-
nida con mil artilugios durante más de un lustro.
Los encargados de la actividad pública viven a sal-
to de mata, mientras los clandestinos con cierta
protección hacen de las suyas. Esta política es una
jugada de cartas en la cual los perdedores deberían
reclamar, demandando la revisión; o sea, que se re-
vise el revisionismo»12.

Tan mortales consecuencias no se limitaron a quie-
nes adoptaron la errática línea insurreccional a toda
costa; toda la izquierda y los militantes de sus orga-
nizaciones han sufrido sus deplorables repercusiones.
No sólo porque alcanzaron a desnaturalizar la ima-
gen de la izquierda entre los colombianos sino por-
que contra todas los militantes de todas las vertientes
procedieron, en muchos casos sin distingos, las hues-
tes del paramilitarismo. Las filas moiristas fueron afec-
tadas, por ejemplo, entre otros varios compañeros,
con el asesinato de Óscar Restrepo por bandas de
sicarios en una zona rural del municipio de Puerto
Triunfo, Antioquia, en mayo de 1980.

Por otra parte, el método de zanjar violentamente
las discrepancias, incluso con cuadros de la misma

4 Mosquera, Francisco, «¿Qué es la paz?», art. cit., p. 199.

5 Mosquera, Francisco, «Causas y efectos de la última crisis»,

septiembre de 1984, en Resistencia civil, Editor Tribuna Roja,

Bogotá, 1995, p. 331.

6 Mosquera, Francisco, «Ni guerra ni paz», art. cit., pp. 166-167.

7 Mosquera, Francisco, «A manera de mensaje de año nuevo»,

El Tiempo, 31 de diciembre de 1988, p. 15A.

8 Mosquera, Francisco, «Estrategia y táctica del MOIR», en Uni-

dad y combate, Editor Tribuna Roja, Bogotá, 1976, p. 17.

9 Mosquera, Francisco, «Estrategia y táctica del MOIR», art. cit., p.

16.

10 Mosquera, Francisco, «No concurriremos a la llamada ‘Comi-

sión de Paz’», 20 de septiembre de 1982, en Resistencia civil,

Editor Tribuna Roja, Bogotá, 1995, p. 163; y Mosquera, Fran-

cisco, «Mensaje del MOIR a raíz del asesinato de Raúl Ramírez

por parte de las FARC», 13 de diciembre de 1986, en Resisten-

cia civil, Editor Tribuna Roja, Bogotá, 1995, p. 232.

11 Mosquera, Francisco, «Ni guerra, ni paz», art. cit., p. 165.

12 Comité Ejecutivo Central, MOIR, Mosquera, Francisco, «Nuevo

aviso del MOIR ante el asesinato de Aidé Osorio por parte de

las Farc», El Tiempo, 17 de mayo de 1987, p. 10A.Francisco Mosquera, fundador y Secretario General del MOIR hasta su muerte en 1994.
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izquierda, constituyó uno de los peores
rasgos de la dolencia política en comen-
to. El expediente de proceder a la liqui-
dación del adversario ideológico le fue
aplicado al MOIR, no debieran olvidarlo
sus actuales dómines, por los insurrectos
errantes y en no pocas ocasiones. Las
Farc asesinaron, a mansalva y sobrese-
guro, a Eduardo Rolón en la vereda de
un corregimiento de San Pablo, Bolívar,
en junio de 1985; a Raúl Ramírez en un
caserío de El Bagre, Antioquia, en di-
ciembre de 1986; a Aidé Osorio en Are-
nal, corregimiento de Morales, Bolívar,
en marzo de 1987; y en noviembre de
aquel año, y en la misma localidad, a
Rafael Mendoza y Genaro Gómez, to-
dos ellos abnegados e inolvidables cua-
dros moiristas. Por la época en que
nuestros compañeros fueron abatidos,
ningún vocero de izquierda diferente a
los moiristas de entonces protestó por el
desafuero; el gobierno que permitía aquel
proselitismo armado ni siquiera anunció
las consabidas «investigaciones exhaus-
tivas». El PC se dio el lujo de señalar las
denuncias del MOIR al respecto como
«propaganda fascista»13. No era de buen
tono por entonces en los círculos pro-
gresistas y avanzados cuestionar el ex-
perimento pacifista de Betancur al cual,
la mayoría de la izquierda, le batía el
incensario. Al final, el país –y no sólo
las expresiones derechistas de ganade-
ros y paramilitares, sino muy amplios
sectores democráticos, progresistas y de
izquierda– terminó repudiando masiva-
mente el tipo de lucha, los métodos y
prácticas de las Farc. Ocurrió el 4 de fe-
brero pasado, cuando se volcara a la calle
la más gigantesca manifestación de re-
pudio contra una agrupación política que
haya tenido lugar en Colombia, y el 20
de julio, cuando volvió a movilizarse. El
que el gobierno de Uribe haya hecho su
pesca en ese torrente no invalida en ab-
soluto la justa repulsa de los colombia-
nos contra el secuestro; y en todo caso
ello no obedece a cosa distinta de la ven-
taja que le otorgaron los garrafales yerros
cometidos por la insurgencia armada en
nombre de la revolución.

Desde los días de la fallida negociación
de paz de la administración Betancur,
Mosquera vaticinó que sus consecuencias
se harían sentir en la vida nacional «du-
rante mucho tiempo»14. Contrariamente
a las expectativas nacionales, fue a partir
de 1984, el año del inicio de la llamada
pacificación dialogada, que el conflicto
experimentó una terrible intensificación.
A partir de entonces, los enormes daños
al grueso de la población y a los medios
de producción han sido pan diario en
Colombia. Las elevadas pérdidas en vi-
das, el drama del desplazamiento forza-
do de tres millones de colombianos, la
ingente destrucción de bienes e instala-
ciones productivas, públicas y privadas,
como los atentados contra el medio am-
biente –de la cual el derrame de crudo en
los ríos derivado de la ruptura de oleo-
ductos es una de las peores manifestacio-
nes–, se convirtieron todos en conocidos
azotes de la adventicia «guerra popular».
Lejos de contribuir a modificar la corre-
lación de fuerzas entre guerrillas y Esta-
do o a paliar los lesivos efectos sociales
del modelo neoliberal, tales acciones sólo
contribuyen al agravamiento de los ma-
les crónicos de la economía nacional.

Al respecto, Mosquera advirtió hacia
1988 que «la voladura de bienes produc-
tivos», «la intimidación en las relaciones
sindicales», y «el secuestro cual medio

de financiación», prácticas que calificó
como «vivezas», «sólo traen desolación y
desencanto»15. Si se adujera que tales
condenas obedecían sólo a la época en
que el expansionismo soviético constitu-
yó una amenaza para América Latina
incluida Colombia, puede responderse
que Mosquera siempre persistió en el re-
chazo irreductible y categórico de tales
acciones. Así, en mayo de 1992, luego
de tres años de la caída del muro de
Berlín y uno después de la disolución de
la Unión Soviética, registró sin ambages
que «el país contempla atónito cómo se
secuestra a granel, se mata a seres ino-
centes y se destruye con saña la infraes-
tructura de las áreas productivas»16. Un
poco antes, en septiembre de 1990, cuan-
do el pendón socialimperialista del
Kremlin, raído y agónico, se hallaba a
punto de arriarse, Mosquera había pro-
ferido aquella demoledora sentencia que
hoy el Polo sigue en mora de asumir
como su divisa: «No hay causa noble o
vil que justifique el secuestro»17.

El paramilitarismo, respuesta

a la «vacuna» y a los

secuestros

El surgimiento de los primeros grupos
paramilitares en la región del Magdale-
na Medio, a comienzos de los años
ochenta, encarnó la respuesta de pro-
pietarios territoriales a la insurrección
decretada por las guerrillas, y más con-
cretamente, a la «vacuna revoluciona-
ria» y a los secuestros de hacendados 18.
Dichas prácticas originaron el paramili-
tarismo y la propagación de este corrió
pareja al empleo e incremento de aque-
llas. La base social de tales grupos para-
militares, grandes propietarios territoriales
en su origen, se vió reforzada en su pos-
terior desenvolvimiento por núcleos diri-
gentes del narcotráfico así como por
elementos de la oficialidad del Ejército
que establecieron estrechas relaciones y
coordinación con ellos19. El temprano
entrenamiento militar de los primeros
contingentes de las llamadas autodefen-
sas en Israel –impensable sin el visto
bueno y la anuencia de Estados Unidos–
, según reveló el jefe paramilitar Carlos
Castaño en sus memorias, también liga
el patrocinio norteamericano a dichos
orígenes20. Desde 1987 Mosquera había
presagiado que «… de persistirse en la
aventura de imponer una rebelión con-
tra la voluntad del país, intimidando a
partidos y a particulares, ningún lamen-
to o gesto contemporizador habrá de
parar la ofensiva de los guardianes del
orden, ni la proliferación de las partidas
de autodefensa, organizadas a costa de

13 Mosquera, Francisco, «El MOIR insiste en el fren-

te único», 12 de diciembre de 1987, en Resis-

tencia civil, Editor Tribuna Roja, Bogotá, 1995,

p. 371.

14 Mosquera, Francisco, «Llamamiento por la sal-

vación nacional», El Tiempo, 26 de enero de

1986, p. 7A.

15 Mosquera, Francisco, «Saludo del MOIR en la

fundación de la CTDC», 6 de agosto de 1988,

en Resistencia civil, Editor Tribuna Roja, Bogo-

tá, 1995, p. 388.

16 Mosquera, Francisco, «¡Por la soberanía econó-

mica, resistencia civil!», 1º de mayo de 1992, en

Resistencia civil, Editor Tribuna Roja, Bogotá,

1995, p. 472.

17 Mosquera, Francisco, «No hay causa noble o vil

que justifique el secuestro», 26 de septiembre

de 1990, en Resistencia civil, Editor Tribuna Roja,

Bogotá, 1995, p. 253.

18 Mosquera, Francisco, «A manera de mensaje

de año nuevo», art. cit., p. 15A.

19 Medina Gallego, Carlos, Autodefensas, para-

militares y narcotráfico en Colombia, Editorial

Documentos Periodísticos, Bogotá, 1990, pp.

170-186. También, Castillo, Fabio, Los jinetes de

la cocaína, Editorial Documentos Periodísticos,

Bogotá, 1987, pp. 19-20.

20 Aranguren Molina, Mauricio, Mi confesión. Car-

los Castaño revela sus secretos, Editorial La

Oveja Negra, Bogotá, 2001, pp. 108, 107-123.

Pronunciamientos ante el asesinato
del camarada Raúl Ramírez Rodríguez

Discurso pronunciado por Francisco Mosquera en Cali,

el 14 de noviembre de 1986 (apartes)

Nadie es más respetable que quien respalda sus ideas con sus actos. Raúl

Ramírez pertenecía a esa estirpe de abanderados del progreso social que

hacen de la acción el único objetivo del pensamiento. Cuanto creyó lo

dejó impreso en las actividades de toda la vida, incluida la última, la de

su muerte. Creía cabalmente que la emancipación de los pueblos, y en

especial de la clase obrera, no lograría coronarse sin la plena soberanía

de las naciones pobres y sin la conciencia pública de que el socialismo

verdadero no es anexionista. La lealtad con tan trascendentales premisas

la selló con su sangre en la mañana del 12 de noviembre de 1986. A

metralla y a mansalva, facinerosos de las Farc cercenaron su existencia

en Puerto López, un distante caserío del municipio antioqueño de El

Bagre, adonde lo llevaran sus caras convicciones El único daño que les

había infligido a sus asesinos en tres lustros de pelea consistió en señalar,

ante asalariados y demás estratos productivos, las inconsecuencias y los

procedimientos proditorios de la contracorriente revisionista.

Hasta con su sacrificio demostró cuánta razón nos asiste al denunciar a

esta pandilla, que en su vertiginoso proceso degenerativo está dispuesta

a cometer cualquier crimen con tal de cumplir el triste encargo de entre-

garles el país a los amos soviéticos.

Mensaje del MOIR publicado en El Tiempo

el 14 de diciembre de 1986

(apartes)

En la mañana del 12 de noviembre el miembro de las Farc conocido

con el alias de «Comandante Gutiérrez», acompañado de una joven de

aproximadamente veinte años, se presentó en la residencia de Raúl

Ramírez Rodríguez con la orden de exterminarlo. Mientras el bandido lo

interrogaba distrayéndolo, la mujer le disparó por detrás a la cabeza.

Luego lo acribillaron conjuntamente. El crimen, cometido en Puerto

López, corregimiento de El Bagre, Antioquia, busca desalojar al MOIR

de una región en donde desde hace rato venimos contribuyendo al pro-

greso mediante cooperativas y ligas campesinas. Ese mismo día elimina-

ron a un comerciante y al inspector de policía, a quien le robaron la

máquina de escribir. Unas horas antes habían dado muerte a dos humil-

des labriegos, tildados de «sapos» por haberse resistido a colaborar. A

semejantes extremos de sevicia y salvajismo han llegado los únicos usu-

fructuarios de la «paz», cuyas ansias de dominio corren parejas con su

acelerada degeneración.

(...) El asesinato de Raúl Ramírez se suma al de Luis Eduardo Rolón,

otro dirigente del MOIR caído en el municipio de San Pablo, también

bajo las balas de una cuadrilla de las Farc. En aquella ocasión, junio de

1985, le exigimos abiertamente a la dirección del Partido Comunista

que, haciendo uso de su innegable ascendiente sobre el bando insurrec-

to, explicase el alevoso atentado, pusiera al descubierto a sus cobardes

ejecutores y terminara la campaña intimidatoria.

Facsímil de la primera página de Tribuna Roja Nº 38, mayo de 1981.
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los sectores afectados»21. Pocos vaticinios
como este han recibido tan brutal y
cruenta confirmación. Se sabía que de
la llamada «autodefensa» estos grupos
pasaron a administrar su propia justicia,
bárbara e ilegal, y a imponer su vandáli-
ca voluntad a comarcas enteras exten-
diéndose por toda la geografía nacional.
Pero sólo recientemente, a raíz de las de-
nuncias de la oposición, de las organiza-
ciones de víctimas, de diversas fuerzas
democráticas y de testigos involucrados
en los crímenes, el país ha empezado a
conocer la magnitud de las escalofriantes
matanzas perpetradas, la extensión de
su represión organizada y bestial contra
las masas, principalmente del campo, y
las autorías de asesinatos y desaparicio-
nes contra líderes políticos y sindicales
de izquierda. Actualmente, bajo el pro-
ceso desarrollado por la Ley de Justicia
y Paz, las llamadas Auc, metamorfo-
seadas en «bandas emergentes», siguen
conformando una expresión armada de
la tendencia fascista, la mayor amena-
za a la democracia en Colombia.

El truco de condicionar la paz

a las reformas

El condicionamiento de la paz a la reali-
zación previa de las reformas económi-
co-sociales puesto por la insurgencia
armada terminó revelándose como me-
dio expedito para la prolongación inde-
finida del conflicto. La excepción a ello
la constituyeron aquellos casos de nego-
ciación de agrupaciones insurrectas que
tomaron la decisión de abandonar la vía
armada, como los del M-19, el EPL, la
Corriente de Renovación Socialista y el
PRT, entre otros, y que luego de algunos
objetivos políticos pactados culminaron
con la incorporación de los integrantes
de dichas organizaciones guerrilleras a la
vida civil. Así como deducir la conve-
niencia inmediata de la lucha armada a
partir de las injusticias sociales y de la
explotación actual existente no pasa de
ser una inferencia falsa, la exigencia de
la realización de reivindicaciones econó-
mico-sociales como prerrequisito de la
paz esgrimidas por los alzados en armas
nunca tuvo efecto práctico distinto a di-
latar sin fecha las negociaciones y per-
mitirles a estos expandir sus huestes y
ganar terreno. Tal lo ocurrido durante el
cuatrienio de la pacificación dialogada
de Belisario Betancur, cuando los fren-
tes armados se extendieron por todo el
país y su número se multiplicó varias
veces, de catorce a cuarenta. Incluso
durante la administración del bombar-
deo a Casa Verde, la de César Gaviria,
se reeditaron aquellas negociaciones;
Mosquera observó entonces que se per-
sistía «en el truco de concertarlo todo
para no atenerse a nada si se altera
algo»22, y no ocultó su escepticismo so-
bre los parlamentos entre gobierno y gue-
rrilla, «cuyos diálogos ni adelantan ni
concluyen»23. En el gobierno Pastrana,
los diálogos de paz, luego de casi tres
años de despeje de un territorio de
44.000 kilómetros cuadrados, termina-
ron abruptamente en medio del descré-
dito público. Una vez más, el nuevo
fracaso de la pacificación dialogada a
comienzos del siglo XXI, como antes en
los ochenta y los noventa, aplazaba in-
definidamente toda salida negociada.
Sólo que sus efectos no se limitaron al
desengaño de la opinión pública ante el
fracaso de las gestiones del gobierno
Pastrana en busca de la solución pacta-
da del conflicto armado; ahora cobró
fuerza una tendencia a la reacción polí-

tica extrema, de tipo político e ideológi-
co, y no circunscrita a los altos círculos
sino especialmente extendida entre bue-
na parte de aquella ancha franja que se
designa habitualmente bajo el denomi-
nador común de capas medias.

La derechización

de las capas medias

Tan negativa propensión de vastos sec-
tores de opinión pública hacia la extre-
ma derecha venía siendo reforzada por
el execrable conjunto de fenómenos que
se ha conocido como la degradación del

conflicto. Es larga la lista de las pavoro-
sas prácticas infligidas a la población civil
que aunque en su mayor proporción
hayan tenido por autores a los grupos
paramilitares han involucrado también
a las guerrillas: masacres y torturas, ex-
terminio de aldeas enteras, despojo ile-
gal de tierras y ganados, desplazamiento
forzado, atentados y desapariciones, to-
das ellas en escala masiva. La utiliza-
ción del secuestro y de la extorsión en
una escala sin precedentes como herra-
mienta de financiación y de lucha políti-
ca, la progresiva imbricación de la
violencia con el narcotráfico –por los
multimillonarias recursos que implica
tanto para organizaciones paramilitares
como guerrilleras–, generaron la visible
merma de los móviles ideológicos y po-
líticos de uno y otro bando presentes en
el desarrollo del conflicto, así como cho-
ques entre sus destacamentos armados
por el control de territorios y cultivos ile-
gales –cuando no los acuerdos con el
mismo fin–, con las matanzas de civi-
les inermes que ello lleva aparejado. La
degradación del conflicto tornó ostensi-
ble el evidente descrédito de las
banderías en contienda pero la insur-
gencia armada cargó con la mayor par-
te del mismo.

La identificación que una proporción
inusitadamente grande de la población
colombiana llegó a establecer –equivo-
cada pero no menos efectivamente– de
la izquierda, el comunismo y el marxis-
mo, como sinónimos de terrorismo y vio-
lencia, de secuestros, fusilamientos,
masacres, atropello y opresión, generó
entre amplios sectores de la población
un airado rechazo de toda idea de revo-
lución y de transformación, e inclusive
de meros cambios democráticos. Tal
derechización, especialmente de amplios
sectores de las capas medias urbanas y
rurales, hecho universalmente caracterís-
tico de los procesos a través de los cua-
les se abrió paso el fascismo, configuró
la considerable base social que suminis-
tró la fuerza «popular» para la conocida
corrida del país hacia la derecha. Sobre
sus hombros se incorporó la elección pre-
sidencial de Álvaro Uribe y luego su re-
elección; hoy, dado que el factor que
provocó la derechización de las capas
medias lejos de atenuarse se ha acen-
tuado, padecemos no sólo la campaña
en pro de su tercer período sino la ame-
naza cierta de que este se materialice,
con todos sus horrores.

Otro nefasto efecto de la simbiosis entre
violencia y narcotráfico fue el de refor-
zar la pretendida «justificación» de la in-
tervención militar estadounidense en
Colombia. Dicha injerencia, originada en
la política antinarcóticos norteamericana
durante el decenio de 1980 y focalizada
en la subregión andina, llegó a asignar a
la represión al narcotráfico el primer lu-
gar de la agenda de seguridad nacional

Elementos de la Farc asesinaron
a Eduardo Rolón

 Declaración publicada en El Tiempo el 14 de julio de 1985

(apartes)

A eso de las seis de la tarde del domingo 30 de junio último cayó

acribillado Luis Eduardo Rolón, veterano dirigente del MOIR e inte-

grante del Comité Regional de Santander. El compañero pereció en

la vereda Humadera Baja del corregimiento de Monterrey, cuya acti-

vidad gira alrededor de San Pablo, población del sur de Bolívar adon-

de se había vinculado desde hace unos seis años con el objeto de

adelantar sus tareas revolucionarias con las gentes de la localidad, de

preferencia entre el campesinado. En efecto, momentos antes de morir

transportó en un vehículo, desde el casco municipal, varios tubos des-

tinados a concluir sobre el río Boque un puente al que ya se le habían

erigido sus bases. Obra a la cual se dedicó con ahínco, incluido aquel

aciago día, que era de descanso, siempre insistiendo en desembotellar

las comarcas abandonadas y en fortalecer la economía de los pobres

del agro. Inmediatamente después de haber depositado su carga se

encaminó a pie hacia la casa de un campesino amigo, tras el propósi-

to de atender algunas cuestiones concernientes al funcionamiento de

la cooperativa del lugar fundada por nuestro Partido. Luis Eduardo

anduvo más o menos una hora cuando en un punto del estrecho

sendero recibió una ráfaga de metralleta, por la espalda, y luego fue

rematado en el suelo. El horroroso crimen tiene un indiscutible carác-

ter político y de él hacemos responsables a las Farc e indirectamente a

la dirección del PC.

21 Comité Ejecutivo Central, MOIR, Mosquera,

Francisco, «Nuevo aviso del MOIR ante el ase-

sinato de Aidé Osorio por parte de las Farc»,

art. cit., p. 10A.

22 Mosquera, Francisco, «¡Por la soberanía econó-

mica, resistencia civil!», art. cit., p. 472.

23 Ibíd.

24 Mosquera; Francisco, «Ni guerra ni paz», art.

cit., p. 167.

de Estados Unidos en la década de 1990
y, desde mediados de la misma, a ubicar
Colombia como su epicentro. Al comen-
zar el nuevo siglo, con la ofensiva militar
que despegó con el Plan Colombia –ela-
borado y puesto en marcha a instancias
de Estados Unidos– la intervención ad-
quirió visos de escalada militar, espe-
cialmente a raíz del estancamiento de
las negociaciones de paz durante el go-
bierno Pastrana. Aunque con el atenta-
do a las Torres Gemelas en el 2002 el
terrorismo antiestadounidense fue defi-
nido por la política exterior norteameri-
cana a escala planetaria como el blanco
de ataque principal, el nuevo acento no
significó que el viejo motivo –la lucha
antinarcóticos– perdiera fuerza respec-
to a Colombia sino que esta se encua-
drara ahora en la cruzada antiterrorista
mundial de Bush.

Mayúsculos e incontables son los daños
y padecimientos acarreados al país des-
de los años sesenta y durante varias dé-
cadas por el conflicto armado pero
recrudecidos en los últimos tiempos. Y
todo por la insistencia en forzar las co-
sas, en «presionar al pueblo para una
acción para la cual no está maduro ni
dispuesto anímicamente»24. Pues esta
concepción siempre partió de que la so-
lución reside en la decisión de empuñar
las armas, así no exista aún la concien-

Eduardo Rolón, el inolvidable cuadro del MOIR asesinado por las Farc en una vereda de San Pablo,

departamento de Bolívar, en julio de 1985.
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cia revolucionaria y precisamente para
suscitarla, basándose, en esencia, en que
la insurrección se justifica en cualquier
eventualidad política, sin importar los es-
tragos que el imaginario estallido revolu-
cionario ocasione en las filas del pueblo25.
Al parecer, tantos desastres no han mo-
vido ni un ápice la reflexión autocrítica
de la insurgencia armada. Lo malo, es-
cribía Francisco Mosquera en 1985, es
que tales desenfoques del ultraizquierdis-
mo, «no fueron jamás corregidos crítica
y conscientemente»26. Y lo peor, agrega-
mos ahora, es que en el 2008 no haya
todavía traza alguna de actos de contri-
ción o de propósitos de enmienda.

que acopia es aún muy insuficiente y, lo
que es peor, puede aseverarse que de no
superar las falencias que la aquejan está
condenada al retroceso.

La debilidad que debe superar resuelta-
mente el Polo consiste en sacudirse el
sambenito que pretende vincularlo, por
boca del presidente Uribe, al respaldo o
a una actitud indulgente frente a la lu-
cha armada y al secuestro. Como la for-
ma más eficaz de llevarlo a cabo es la
toma de posición frente a los aconteci-
mientos nacionales, ha sido esta preci-
samente la manzana de la discordia en
el seno del PDA. Poco abogaron por la
causa democrática que el Polo encarna-
ra la negativa a participar o la participa-
ción a medias en las marchas contra el
secuestro del 4 de febrero y del 20 de ju-
lio; en cambio, llevaron agua al molino
de la política uribista condensada en la
infame aseveración de que los dirigentes
de la oposición no son más que «terroris-
tas de civil». Si no se comprende que esta
labor de esclarecimiento sobre la natura-
leza del Polo constituye una batalla crucial
por la opinión pública, el entredicho que
le han acarreado al Polo tales posiciones
terminará por acentuarse en el terreno
abonado de los prejuicios anticomunistas
y hasta fascistoides de las mencionadas
capas medias. Y en consecuencia, el as-
censo polista podría verse no sólo frena-
do sino trocado en aislamiento.

II
El significado de los golpes

a las Farc

El considerable apoyo social que han
conllevado los golpes del gobierno a las
Farc y que implica un respaldo de am-
plios sectores de las capas medias a la
tendencia fascista comandada por
Álvaro Uribe, constituye un factor ad-
verso de grandes proporciones, aun si
el Polo no viniese incurriendo en las fa-
llas en mención. Los reveses sufridos por
las Farc, decisivos según todos los indi-
cios, arrojan también otro resultado, este
eminentemente favorable. Con los fun-
damentales hechos acaecidos, lo tenido
durante lustros en el conflicto armado
como un equilibrio militar inalterable se
ha tornado abruptamente en abierta-
mente desfavorable para los alzados en
armas, con lo cual la vieja discusión so-
bre la táctica cuenta ahora, del lado de
quienes nos oponemos de tiempo atrás
a la conveniencia de la lucha armada
en Colombia, con un poderoso y nuevo
elemento favorable: el del resultado de
las cosas por el cuestionado camino. Así,
pese a que la tendencia fascista alarga
su sombra a costa de los golpes a las
Farc, estos también suministran mate-
rial de reflexión, muy favorable, a los
sectores que en el seno del Polo libran la
pugna, hoy más candente y decisiva que
nunca, por el deslinde pleno con las aven-
turas armadas. Es el comienzo del hun-
dimiento de una táctica tan errónea
como enormes son los estragos causa-
dos por ella; servirá para que, «a la pos-
tre salgan favorecidos unos métodos y
una táctica revolucionarios y correctos»27.

Puede vaticinarse que de no corregirse a
fondo y a tiempo la gravísima falencia
anotada, el Polo podría perder el ascen-
diente público que había venido ganan-
do con relativa rapidez y retroceder así a
la situación de marginalidad política de
la cual sacaron a la izquierda sus
primigenios fundadores, los dirigentes del
PDI. No es objetivo pasar por alto que

antes de que se constituyera el PDA, el
PDI había ganado un terreno favorable
sin precedentes: lograr que el país tuvie-
ra sobre el primer Polo la percepción de
que constituía una fuerza que no tenía
ligazón alguna con la lucha armada, de
que nacía deslindando campos con la
insurgencia en armas y para la que no
resultaba admisible, ni explícita ni táci-
tamente, la «combinación de todas las
formas de lucha». Fue por ello que se

realizó la proeza de ganar la Alcaldía de

Bogotá en octubre del 2003, y fue por

ello también que después el país perci-

bió la conformación del PDA como una

gran juntura de la corriente democrática

de izquierda. Sin esta base, el gran avan-
ce obtenido en las elecciones presiden-
ciales del 2006 no habría tenido lugar.
Ahora, con mucha temeridad y poco
seso, se quiere echar por la borda el in-
menso logro de haber conquistado una
faz democrática para el Polo, por la re-
nuencia a romper resuelta y completa-
mente con las posiciones de extrema
izquierda. Si se tiene en cuenta que el
próximo Congreso del Polo definirá la
orientación de fondo en tan fundamen-
tales asuntos, y en consecuencia, la nue-
va dirección nacional, se comprenderá
por qué el evento puede resultar de deci-
siva importancia para el futuro inmedia-
to del Polo y del país mismo.

III
¿Con la mayoría del país
o sólo con la izquierda?

Otro bache enorme que obstruye la ruta
del Polo, íntimamente ligado al anterior,
reside en la concepción y la acción sec-
taria que anima a algunos de sus seg-
mentos, emanadas de la recalcitrante
negativa a reconocer la necesidad de una
amplia política de alianzas. El más ma-
leado por este «izquierdismo» es el MOIR
de hoy. La sigla ha llegado a ser identifi-
cada, dentro y fuera del Polo, con un
extremoizquierdismo que, paradójica-
mente, siempre fue su antítesis. Sus vo-
ceros renunciaron hace rato, tanto en
este vital punto de las alianzas como en
el referente a la condena sin subterfu-
gios del aventurerismo armado, a la teo-
ría y a la práctica del moirismo. Utilizan
el programa del Polo no como la herra-
mienta que guíe la acción conjunta que
este lidere al frente de otras fuerzas sino
como un caparazón impenetrable y ex-
cluyente para el resto de la sociedad co-
lombiana. Cuando debe fijarse una
posición concreta sobre cuáles fuerzas
pueden ser consideradas como aliadas,
se extravían en disquisiciones sobre el
carácter de izquierda del Polo, como si
la política de alianzas fuese una deriva-
ción de la ideología y no una necesidad
de la política práctica, que no puede

depender de la naturaleza de los aliados

sino de los objetivos concretos persegui-

dos en una determinada situación políti-

ca. Así, para el Polo el resultado es que
la posición programática, en lugar de
servirnos de llave para hacer una políti-
ca de frente único, degenera en fetiche
que nos impide realizarla. Radicalismo
de pacotilla cuyo exponente es hoy el
senador Robledo, lo cual contrasta, por
cierto, con el modosito programa que
exhibía cuando fue candidato a la go-
bernación de Caldas.

Aclarar la confusión entre Polo

e insurgencia armada

Como contrapartida y de modo simul-
táneo con este proceso de derechización,
en Colombia tuvo lugar un notable as-
censo de la lucha de masas que se plas-
mó en la conformación del Polo, expresión
de la necesidad de conjurar los desastres
del neoliberalismo y del conflicto arma-
do, y de reemplazarlos por una opción
distinta y democrática. Aunque esta ten-
dencia, surgida en el subcontinente y
generalizada bajo el distintivo de los vien-
tos del Sur, ha ganado más terreno en
unos pocos años que la izquierda en va-
rias décadas, es evidente que la fuerza

25 Mosquera, Francisco, «Causas y efectos de la

última crisis», septiembre de 1984, en Resisten-

cia civil, Editor Tribuna Roja, Bogotá, 1995, p.

331.

26 Mosquera, Francisco, «¿Qué es la paz?», art.

cit., p. 200.

27 Mosquera, Francisco, «No concurriremos a la

llamada ‘Comisión de Paz’», art. cit., p. 164.

Nuevo aviso del MOIR ante el asesinato
de Aidée Osorio por parte de las Farc

Tercera protesta pública en menos de tres años por los crímenes

de dicha banda. El Tiempo, 17 de mayo de 1987 (apartes)

Habiéndose decidido desde un comienzo a estudiar enfermería, la disci-

plina a la que dedicara los cuidados de su joven existencia, Aidée Osorio

Gómez se valió de la profesión no sólo para servir a sus semejantes, sino

como medio de relacionarse con las masas populares e imbuirlas de

anhelos revolucionarios. Vinculada al hospital La Cruz de Puerto Berrío,

en 1975 fundó con sus compañeros el sindicato del centro asistencial,

del que fue su primera presidenta. Luego promovería el ingreso a Sindes,

la organización nacional de los empleados de la salud, difundiendo las

bondades del sindicalismo de industria y conformando la correspon-

diente subdirectiva que asimismo presidió. Tras de pedir su entrada,

pasó a engrosar en 1976 las filas del Partido en aquella afligida región

del nordeste antioqueño. A partir de 1979 colaboró estrechamente con

el programa de cirugía ambulatoria, adelantado por el MOIR con la

ayuda de varios facultativos, que durante tres años viajaron cada sema-

na desde Medellín a atender a las gentes de escasos recursos, sin patro-

cinio oficial, y más bien con el sabotaje franco o furtivo de las autorida-

des. Se operaron no menos de 600 pacientes, lo que se llevó a cabo

gracias al entusiástico respaldo de la ciudadanía de la localidad, congre-

gada en torno de un comité cívico previsto para tal fin y del cual Aidée

Osorio se desempeñó como secretaria todo el tiempo. Con similar es-

mero coadyuvó al sostenimiento de pequeños dispensarios de tipo co-

operativo en las veredas de La Carlota, Cerrogrande, La Culebra y Bo-

degas. No obstante las meritorias realizaciones, los proyectos se vieron

de pronto truncados ante los múltiples coletazos del terror, que, cual es

sabido, allí también se ensaña con la población desprotegida. Entonces

Aldée se trasladó en octubre de 1982 a Arenal, un corregimiento del

municipio de Morales ubicado en la estribación nororiental de la Serra-

nía de San Lucas, al sur de Bolívar, en donde prosiguió su cometido

mediante el establecimiento de una farmacia y visitas periódicas a las

zonas rurales efectuadas con el objeto de curar a los campesinos. He-

mos recogido las anteriores notas biográficas para que el país conozca a

qué clase de persona masacraron las Farc en esta ocasión. No podrán

entonar la infame muletilla de que ajusticiaron a una agente de la CIA, a

una informante o a un azote de los pobres. La trayectoria de Aidée

responde por su honestidad fuera de duda. Aparte de haber vivido de

su oficio de enfermera, se había hecho dirigente sindical y cuadro políti-

co. Para su injustificable eliminación no medió ninguna denuncia públi-

ca, ni juicio alguno, ni nada. Simplemente, al peor estilo gangsteril, a eso

de las ocho de la noche del pasado 7 de marzo, un hombre y una mujer

llegaron a su residencia a darle muerte mientras le solicitaban un medi-

camento. El único móvil del crimen estriba en sacar al MOIR del campo,

a cualquier costo, y con él a quienes no compartan los dictámenes de

una minoría envalentonada que al socaire de la «paz» intimida al pue-

blo, obstruye el progreso y enajena la nación. Por la misma causa asesi-

naron a Luis Eduardo Rolón en San Pablo y a Raúl Ramírez en El Bagre.

(...) Aspirando asumir el lugar de la víctima dentro del drama sangriento

que enluta a Colombia, la llamada Unión Patriótica nos recuerda a cada

minuto las centenares de bajas suyas acontecidas en los últimos meses.

(...) La desaparición de Aidée pesa más que la serranía de San Lucas

con todo y cuanto la ocupa. Además, el acribillamiento de concejales,

diputados y congresistas de la UP en varios municipios en lo fundamen-

tal ha obedecido a la obcecada insistencia del Partido Comunista en

«combinar todas las formas de lucha», una táctica que deja expuesta la

maquinaria legal a la vindicta de quienes padecen el rigor del brazo

insurrecto, máxime cuando las promesas de concordia las borra de un

golpe la guerrilla y la opinión se exaspera de tamaña ambigüedad, sos-

tenida con mil artilugios durante más de un lustro. Los encargados de la

actividad pública viven a salto de mata, mientras los clandestinos con

cierta protección hacen de las suyas. Esta política es una jugada de car-

tas en la cual los perdedores deberían reclamar, demandando la revi-

sión; o sea, que se revise el revisionismo.
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Una rica experiencia en materia

de alianzas

No fue esta, ni mucho menos, la actitud del MOIR
en tiempos de Mosquera, por ejemplo, hacia las can-
didaturas al Congreso de Alfonso López Caballero,
William Jaramillo y Holmes Trujillo, ni hacia el go-
bierno de Virgilio Barco ni tampoco hacia la candi-
datura presidencial de Hernando Durán Dussán.
Dadas las circunstancias políticas de la época, las
de la segunda mitad de los años 80 y del año 1990,
el moirismo otorgó su apoyo dentro de ciertas condi-
ciones a los personajes en mención. Apoyo que se
efectuó, recordamos, para refrescar el cogote a los
impenitentes sectarios, sin programa firmado, que
no sin principios, en aras del supremo interés nacio-
nal y de la defensa de la democracia. Los objetivos de
aquel respaldo fueron, si se quiere, modestos, vistos
desde la gran escala de las transformaciones revolu-
cionarias pero vitales para el país, los trabajadores y
el pueblo, dada la complejidad del momento que atra-
vesaba Colombia. No obstante que se trataba de fi-
guras del rancio establecimiento liberal, había
convergencias que lo ameritaban.

Mosquera expresó así la razón principal de nuestro
apoyo al candidato presidencial del liberalismo en
1990: el reclamo que hizo al Estado, al tenor del
precepto constitucional que obligaba a este, de de-
fender a las personas en sus vidas, honra y bienes; y
el hecho de que «Durán ha sido también partidario
del diálogo, pero sin pretextos dilatorios y dirigido a
la efectiva incorporación de los alzados a la vida
civil, conforme a las normas constitucionales»28. Las
propuestas de Durán Dussán en el terreno económi-
co iban en la dirección de lograr «el reavivamiento
de la producción nacional» de la época, y compren-
dían la «protección a la industria y al empresario»,
como el planteamiento de que «sin seguridad no puede
haber desarrollo económico», y el propósito de pro-
mover «un entendimiento entre el gobierno y el sec-
tor privado». El moirismo les otorgó su apoyo, sobre
todo porque el país se hallaba ad portas de la funes-
ta apertura económica que, como pronosticara Mos-
quera, «se traducirá inevitablemente en la entrega
del mercado interno a los géneros extranjeros»29. Y
muy especialmente porque el entonces aspirante li-
beral a la presidencia no sólo había rechazado públi-
camente, en enero de 1990, el bloqueo marítimo
antinarcóticos ordenado por el gobierno de Estados
Unidos contra Colombia sino declarado que el país
no debía admitir «ningún tipo de imperialismo».

Tampoco hubo firma de programa cuando apoya-
mos a Alfonso López Caballero a la Cámara de Re-
presentantes en 1986, lo cual no hacía menos
efectivo el repudio común, nuestro y del vástago del
ex presidente López Michelsen, al inaudito privile-
gio concedido por el gobierno Betancur a los alza-
dos en armas «de concurrir a los comicios sin haber
declinado las armas»30, ni menos la coincidencia
en los hechos consistente en el reclamo de que, ante
las caóticas implicaciones de aquella misma admi-
nistración, el rescate del papel del Estado consti-
tuía «la primera fortaleza económica» para la
obtención de la prosperidad de la presente y futu-
ras generaciones.

Menos posibilidades de firma de un programa hubo,
por supuesto, cuando realizamos visibles y efectivos
acercamientos al gobierno de Virgilio Barco. Desde
el comienzo de este advirtió Francisco Mosquera que
el moirismo adoptaría frente a dicho gobierno una
posición de «aproximación o distanciamiento»31, se-
gún aquel permitiera o no «colocar a todas las fuer-
zas políticas en un pie de igualdad ante la Constitución
y las leyes»32. Habrá quienes lo hayan olvidado, pero
a mediados de los ochenta, aunque se acercaba a
su colapso, la Unión Soviética aún desplegaba su
agresivo expansionismo a nivel mundial, mantenía
tropas invasoras en Afganistán, una cabeza de playa
en Centroamérica y no era en sentido metafórico que
los efectivos prosoviéticos en armas avanzaban en
Colombia bajo la sombrilla del gobierno Betancur.
Por lo tanto, cuando la administración Barco presen-
tó su plan de paz, encaminado a resolver la principal
perturbación del país, el quebrantamiento de la igual-
dad de los ciudadanos ante la ley por la expansión de
la insurgencia armada bajo los acuerdos de La Uribe,
Mosquera fue categórico: «debe respaldarse»33. Tal «res-
paldo con condiciones» no impidió, por supuesto, el
resuelto apoyo moirista a las justas protestas popula-
res de aquel entonces, ni su decidida paticipación,
contra el gobierno Barco, como el paro de marzo de
1989 de las cuatro centrales obreras.

Cuando subrayamos que los acuerdos anteriores se
efectuaron sin que mediase ningún pacto escrito, no
abogamos, naturalmente, por que estos no se suscri-
ban; simplemente llamamos la atención sobre el
hecho de que son las condiciones realmente existen-
tes en una determinada situación las que revelan si
hay o no condiciones para las convergencias que
conducen a dichos acuerdos, con rúbricas o sin ellas.

Este asunto, de máxima importancia hoy para el
Polo, ha de ventilarse a la luz del cúmulo de valiosa
experiencia que aportan las diversas vertientes que
lo integran, y es nuestro parecer que de ella no pue-
de excluirse de ninguna manera al moirismo. Así
los portavoces que hoy ostentan su sigla no expre-
sen ya ni su genuino contenido ni mucho menos su
historia.

Y si nos remitimos a nuestros días, todavía le deben
los actuales dirigentes del MOIR al país y a sus mi-
litantes la explicación de por qué fue bueno apoyar
a Horacio Serpa en las elecciones de octubre del
año pasado mientras que en las presidenciales de
1998 se le negó el respaldo y se le motejó de «más
peligroso que Pastrana», puesto que «… en la polí-
tica concreta, Serpa ha sido más proimperialista que
Pastrana, porque el uno ha estado en el poder y el
otro no…»34 A menos que la transmutación de su
línea y procederes sea de tal calibre que pretendan los
dirigentes de este MOIR adulterado que algo es bueno
simplemente porque ellos lo hacen y malo porque se
niegan a hacerlo, y les calce aquella máxima de Mos-
quera: «Si el Partido Comunista suscribe sus alianzas
con el liberalismo o el conservatismo, se plasma un
bello gesto patriótico y revolucionario, mas si el MOIR
lo intenta, entonces estamos ante un crimen de lesa
patria»35. Es decir, que traspuesta la apreciación al
Polo, una cosa es buena si ellos la llevan a la práctica
pero muy mala si otros somos los que la hacemos.

También deben aclarar al país los mismos a los cua-
les nos referimos por qué hoy les parece tan terrible
unirse, entre otros, con Ernesto Samper y sus
correligionarios liberales contra el régimen de Uribe,
puesto que fue durante el cuatrienio de aquel que el
MOIR se opuso rotundamente a las conspiraciones
que intentaron derrocar su gobierno. Entonces Jorge

28 Mosquera, Francisco, «El apoyo del MOIR a Durán Dussán»,

art. cit., p. 398.

29 Ibíd., p. 401.

30 Mosquera, Francisco, «Avanzamos en la política unitaria», 8 de

febrero de 1986, en Resistencia civil, Editor Tribuna Roja, Bo-

gotá, 1995, p. 353.

31 Mosquera Francisco, «Mensaje a raíz del asesinato de Raúl

Ramírez por parte de las Farc», 13 de diciembre de 1986, en

Resistencia civil, Editor Tribuna Roja, Bogotá, 1995, p. 235.

32 Ibíd., p. 235.

33 Ibíd., p. 247.

34 Valencia, Héctor, Informe en el Pleno Nacional del MOIR del 9

al 10 de mayo de 1998, p. 73.

35 Mosquera, Francisco, «Saludo del MOIR en la fundación de la

CTDC», art. cit., p. 388.

Así registró Tribuna Roja el respaldo del MOIR a la candidatura a la Cámara de Representantes de Alfonso López Caballero en 1986.
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Santos Núñez y quien esto escribe éramos senado-
res y representábamos al MOIR; siempre nos opusi-
mos a las medidas regresivas y a las obsecuencias
de la administración Samper ante Washington,
como consta en las actas del Senado. Planteamos
que era al pueblo colombiano a quien competía
juzgar la injustificable injerencia de los dineros del
narcotráfico en las elecciones presidenciales de 1994
pero que jamás podía aceptarse que, so pretexto de
ello, Estados Unidos urdiera y adelantara una cons-
piración con elementos apátridas del país para depo-
ner al entonces primer mandatario. ¿Acaso no le
planteamos esto al presidente Samper, en representa-
ción oficial del MOIR? Lo hicimos personalmente,
Carlos Naranjo, el mentor de la desviación de izquier-
da en el moirismo, y el autor de estas líneas. Aquel
episodio no fue secreto ni ocurrió de espaldas al pue-
blo y no hay infidencia alguna en su referencia. Fue la
justa posición oficialmente sostenida por el MOIR
durante aquel gobierno. ¿A qué vienen entonces los
risibles aspavientos izquierdistas de hoy?

Cuánta falta hacen hoy tales enseñanzas de ese
maestro de los trabajadores y el pueblo que fue

Francisco Mosquera. Sin alharaca pero con certe-
za, puede decirse que la teoría por él elaborada
resurge invicta en la arena política, comprobada
abrumadoramente por los hechos. La distancia en-
tre esta y los dirigentes que hoy deslustran la sigla
que él legó al país y a los revolucionarios es cada vez
más grande. En lugar del valor, del aplastante acierto
y la clarividencia con que Mosquera se enfrentó a
la enfermedad del infantilismo izquierdista, ahora
sólo vemos en la dirección del MOIR un desteñido
adocenamiento, una contemporización vergonzan-
te, un contubernio insostenible frente a la extrema
izquierda.

Desde luego, la muy previsible respuesta a lo aquí
consignado es que se trataba de otra época, de otras
condiciones distintas a las de hoy. Perogrullada im-
procedente; los ejemplos traídos a colación no bus-
can cosa diferente que llamar la atención sobre dos
consideraciones: 1) entonces y ahora, una adecua-
da política de alianzas debe determinarse no por la
naturaleza de los aliados sino por las necesidades de
la hora, y 2), hoy también, como ayer, dadas las
condiciones del momento, existen condiciones reales

para las convergencias entre la izquierda, sectores
muy amplios del centro político e inclusive segmen-
tos del mismo establecimiento.

Con las necesidades de la hora nos referimos a la
tarea principal, a la más importante y urgente, de
las fuerzas democráticas del país. Entre todos los
males que afligen a Colombia, la amenaza mayor es
el propósito del gobierno Uribe de afianzar en el fu-
turo inmediato su proyecto paramilitar y fascistoide
de arrasamiento pleno de la democracia. Para las
fuerzas democráticas, por tanto, el objetivo priorita-
rio del día consiste en impedir la consolidación de
designio tan siniestro. Si lo anterior es cierto, deberá
convenirse entonces en que lo más urgente y vital
estriba en llevar resueltamente a cabo una política
de frente único. Por esta entendemos una muy am-
plia política de alianzas, encaminada a aglutinar la
más vasta coalición posible de fuerzas que defien-
dan la democracia, se opongan a la segunda reelec-
ción de Uribe y estén dispuestas a incluir en su agenda
la realización del conjunto de reformas progresivas
que demanda el bienestar del pueblo y el desarrollo
del país. Uno de los puntos esenciales del acuerdo

El MOIR apoyó la candidatura de Juan Martín Caycedo Ferrer  en 1988 a la Alcaldía de Bogotá.

Aparecen con él, Francisco Mosquera, Marcelo Torres y  Francisco Valderrama.

Francisco Mosquera, Marcelo Torres y Héctor Valencia, en un foro contra la violencia y el proselitismo armado

de fines de los 1980, con Luis Carlos Galán y José Manuel Arias Carrizosa
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tendría que versar sobre la escogencia consensuada
del candidato presidencial único de la oposición en
su conjunto.

Hay condiciones para buscar
una coalición antiuribista

¿Existen realmente condiciones para tales convergen-
cias? Reiteramos que sí. La raíz de ello estriba en
que hay distintos sectores de la burguesía a los que
no convencen las bondades del proyecto paracofas-

cista. Las manifestaciones de tal rechazo son múlti-
ples y siguen a la espera de su aprovechamiento, antes
de que sea tarde, por el campo democrático. Las más
importantes se refieren a las que evidencian una opo-
sición abierta, repetida y sistemática, tanto a la aso-
ciación del presidente Uribe con los grupos
paramilitares como a los actos del mismo que reve-
lan sus inconfundibles inclinaciones fascistas y sus
planes de remodelación regresiva del régimen políti-
co del país. Explícitas no sólo por parte de fuerzas
sociales y sectores de los que era natural esperarlo,
como el movimiento obrero, el de las víctimas, los
intelectuales y ONG progresistas y otros –como el
periodista Daniel Coronell–, sino de aquellas que han
dado lugar a ásperas contradicciones políticas con el
gobierno –impensables apenas hasta ayer–, proceden-
tes de personajes y segmentos del establecimiento.

El director del liberalismo, diarios y medios de comu-
nicación de primera fila, la Corte Suprema e impor-
tantes sectores de las otras altas cortes, y hasta
destacadas figuras de las vertientes del uribismo, han
chocado, denunciado o expresado en voz alta sus
reparos frente a las acciones y pareceres antidemo-
cráticos del primer mandatario y en particular frente
a sus renovados preparativos reeleccionistas. Desde
que el ex presidente Alfonso López Michelsen asegu-
ró que la primera reelección de Álvaro Uribe estaba
apoyada por los paramilitares e hizo un llamado, que

no encontró eco en la izquierda, a conformar una

coalición contra dicha reelección, hasta cuando hace
poco otro ex mandatario liberal, César Gaviria, re-
calcó ácidamente sobre la cercanía de antiguos
miembros del grupo narcoparamilitar de ‘Los Pepes’
con la Casa de Nariño, tal posición del liberalismo
ha sido una constante de la política colombiana.
Más recientemente, hasta el ex presidente Samper,
de vuelta de sus veleidades progobiernistas, ha plan-
teado un acuerdo entre los sectores de oposición.
Todo esto marca una coincidencia básica con las
fuerzas democráticas del país, empezando por el Polo.
El fundamento de tal convergencia se enuncia en
una aseveración del fundador del moirismo, de tre-
menda vigencia: «… quienes siguen fieles a las for-

mas civilizadas de la organización social burguesa

pueden aún hacer valiosos aportes a la grandeza del
país»36 (subrayados nuestros). Y ello es así porque
precisamente la defensa de estas formas civilizadas

de la organización social burguesa, plasmadas en la
Constitución de 1991, puede salvar a Colombia del
fascismo y el paramilitarismo uribista. Que el libera-
lismo tenga poca o mucha consecuencia con dicha
posición es otra cuestión, que naturalmente merece
la mayor atención, pero que en ningún caso da pie
para desconocer que la base objetiva para una con-
vergencia entre el liberalismo y el PDA existe; igno-
rarla sería imperdonable torpeza.

Las revelaciones y denuncias, constantes y sistemá-
ticas, que el diario El Tiempo y las revistas Semana y
Cambio han venido realizando, especialmente a par-
tir del pacto de Ralito, sobre los crímenes del para-
militarismo y relativos a no pocos episodios
escabrosos, provocan el disgusto oficial y resultan
no sólo embarazosos e incómodos para el presidente
Uribe sino verdaderos obstáculos para sus planes.
Las objeciones de la senadora Gina Parody a la po-
lítica oficial sobre el paramilitarismo se han mante-
nido desde el trámite legislativo de la llamada Ley

de Justicia y Paz hasta hoy. Las investigaciones de la
Corte Suprema sobre paramilitares y ‘parapolíticos’
han conducido a una abierta crisis institucional no
únicamente por el manifiesto objetivo presidencial
de obstruir los procesos judiciales sino de someter la
independencia de la Justicia al Ejecutivo. Conocidos
integrantes de las huestes uribistas han manifestado
su desacuerdo con la segunda reelección. Y la res-
puesta de Uribe, negativa y de contenida ira al lla-
mado del vicepresidente Santos a sosegar los ánimos
en la disputa interinstitucional, evidencia aún más la
reconvención pública a la intemperancia presiden-
cial, así sea tímida y se haya quedado corta. ¿No
contribuye todo ello a la resistencia civil e institucio-
nal del país frente al avance de la tendencia fascis-
ta?, ¿no vale acaso una misa explorar en concreto la
posibilidad de encauzar tales expresiones en pro de
la defensa de la democracia y para enfrentar al des-
potismo uribista?, ¿no indica hoy el sentido común
la conveniencia de la coalición con todo aliado para
defender la democracia, «aunque sea temporal, va-
cilante, inestable, poco seguro, condicional»?

En lugar de rezongar que la izquierda es de izquierda
y la derecha de derecha, el verdadero imperativo del
momento consiste en dar pasos concretos hacia el
objetivo de reunir fuerzas –tanto consecuentes como

vacilantes– contra el gobierno Uribe y la segunda
reelección o, en todo caso, contra la continuidad
de su régimen. Aliarse al centro, o a cualquier otro
sector del espectro político, no significa abandonar
la posición ideológica y política de izquierda para
abrazar la de aquel. Creerlo denota ignorancia
supina en política, y fingirlo –para negarse a las
alianzas necesarias– connota el peor de los oportu-
nismos. Las alianzas se contraen entre distintos, pre-

cisamente entre quienes exhiben una naturaleza

diferente, y no entre iguales pues equivaldría a una
unión o fusión. El pregón de que el Polo no debe
aliarse con otros sectores distintos a la izquierda, so
pena de desnaturalizarse, no pasa de ser una regre-
sión al más puro y crudo infantilismo de izquierda.
Este es el meollo del sectarismo existente en la di-
rección nacional del Polo y la explicación de su inefi-
cacia y parálisis.

El Polo puede adoptar esta amplia política de alian-
zas, de coalición con todos los sectores que tengan
contradicciones con el gobierno Uribe y desempeñar
el papel de adalid del vuelco democrático, con la
condición de que corrija el ultraizquierdismo que hoy
afecta y desnaturaliza su orientación. Es lo que los
sectores democráticos buscaremos, con fuerza, en el
próximo Congreso del Polo.

Francisco Mosquera y Marcelo Torres en el acto de apoyo a la candidatura presidencial

de Hernando Durán Dussán en marzo de 1990.

Acto electoral en Cartagena de la campaña de Hernando Durán Dussán en 1990. Apare-

cen entre otros dirigentes, junto con la esposa del candidato, Marta Arango de Dussán,

Alejandro Acosta y Jorge Agudelo.


